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RESUMEN 

 

 

En el presente Trabajo de Suficiencia Profesional, se efectuará el análisis del Expediente 

Constitucional  N° 01533-2003, cuya materia es por acción de amparo, interpuesta por la 

Confederación General de Trabajadores del Perú, en contra de la Municipalidad 

Metropolitana de Lima, representada por el Alcalde Luis Castañeda Lossio, a fin de verificar 

si durante su tramitación en doble instancia y en recurso extraordinario de casación, se 

realizó un debido proceso o si se incurrió en alguna deficiencia o contradicción entre las 

instancias, emitiendo la respectiva opinión analítica de las observaciones encontradas. 

 

Realizado el análisis del expediente en estudio, se constató que la demanda de acción de 

amparo, fue interpuesta el “14 de febrero del año 2003, por la CGTP, en contra de la 

Municipalidad Metropolitana de Lima, representada por el Alcalde Luis Castañeda Lossio, 

peticionando que se deje sin efecto, ineficaz, inaplicable y nulo el Decreto de Alcaldía N° 

060-2003, por vulnerar sus derechos constitucionales a la libertad de reunión, acción y de 

participación política y social, por prohibir el ingreso al centro de Lima, por ser lesivos a los 

derechos ciudadanos y contener el carácter autoritario de la ilegalidad y arbitrariedad. 

 

De la secuela del proceso, en la sentencia de primera instancia, se declaró infundada la 

demanda, siendo confirmada en la sentencia de segunda instancia, por el contrario, el 

Tribunal Constitucional, declaró inaplicables por inconstitucionales el inc. f) del art. 

132 de la Ordenanza Municipal N° 062-MML y el Decreto de Alcaldía N° 060-2003, 

asimismo declaró fundada la demanda, en consecuencia, ordenaron a la Municipalidad 

emplazada y a las autoridades administrativas que resulten competentes, abstenerse de 

aplicar el inc. f) del art. 132 de la Ordenanza Municipal N° 062-MML y el Decreto de Alcaldía 

N° 060-2003, pudiendo restringir o prohibir el ejercicio del derecho de reunión, sólo sí, de 

conformidad con los fundamentos de esta sentencia, en atención a las circunstancias 

concretas de cada caso, si existen razones objetivas, suficientes y fundadas para ello, y lo 

demás contenido en la sentencia, en consecuencia, el proceso quedó consentido y 

ejecutoriado. 

 

 

 

Palabras Claves: Expediente, demanda, proceso judicial, sentencias, análisis, opinión.    
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ABSTRACT 

 

 

In this Work of Professional Proficiency, the analysis of Constitutional File No. 01533-2003 

will be carried out, whose subject is by amparo action, filed by the General Confederation of 

Workers of Peru, against the Metropolitan Municipality of Lima, represented by Mayor Luis 

Castañeda Lossio, in order to verify whether during due process in double instance and in 

extraordinary appeal, a due process was carried out or if any deficiency or contradiction was 

incurred between the instances, issuing the respective analytical opinion of the observations 

found. 

 

After analyzing the file under study, it was found that the demand for amparo action was filed 

on “February 14, 2003, by the CGTP, against the Metropolitan Municipality of Lima, 

represented by Mayor Luis Castañeda Lossio, requesting that the Mayor's Decree No. 060-

2003 be left without effect, ineffective, irrelevant and void, for violating their constitutional 

rights to freedom of assembly, action and political and social participation, for prohibiting 

entry to the center of Lima, for being harmful to citizens' rights and containing the 

authoritarian nature of illegality and arbitrariness. 

 

In the aftermath of the process, in the judgment of the first instance, the claim was declared 

unfounded, being confirmed in the judgment of the second instance, on the contrary, the 

Constitutional Court declared inc. f) of art. 132 of the Municipal Ordinance No. 062-MML and 

the City Hall Decree No. 060-2003, also declared the claim well founded, consequently, they 

ordered the Municipality located and the administrative authorities that are competent to 

refrain from applying inc. f) of art. 132 of Municipal Ordinance No. 062-MML and City Hall 

Decree No. 060-2003, being able to restrict or prohibit the exercise of the right of assembly, 

only if, in accordance with the foundations of this judgment, in response to specific 

circumstances In each case, if there are objective, sufficient and well-founded reasons for 

this, and the rest contained in the judgment, consequently, the process was consented and 

executed. 

 

 

 

 

 

Keywords: File, lawsuit, judicial process, sentences, analysis, opinion. 
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INTRODUCCIÓN 

 

 
 

El “presente trabajo está orientado a realizar un resumen analítico del expediente 

constitucional N° 01533-2003, cuya demanda de acción de amparo fue interpuesta  por la 

CGTP, contra de la Municipalidad Metropolitana de Lima, representada por el Alcalde Luis 

Castañeda Lossio, por haberse vulnerado sus derechos constitucionales a la libertad de 

reunión, acción y de participación política y social, al haber emitido el Decreto de Alcaldía N° 

060-2003, que prohíbe el ingreso al centro de Lima, por ser lesivos a los derechos 

ciudadanos y contener el carácter autoritario de la ilegalidad y arbitrariedad, el accionante 

peticiona que se deje sin efecto, ineficaz, inaplicable y nulo el referido Decreto” de Alcaldía. 

 

Sobre el particular, “efectuado el análisis del expediente en estudio, se constató que fue 

tramitado ante el 14° Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, en la vía de proceso de 

acción de garantía, de conformidad a la Ley N° 23506, Ley de Hábeas Corpus y Amparo, la 

que fue derogada por el Código Procesal Constitucional, Ley N° 28237-2004 en actual 

vigencia, proceso que en primera instancia se declaró infundada la demanda, siendo 

apelada por el accionante la que le es concedida y elevada al superior jerárquico, la que  

confirmó la sentencia de vista, que declaró infundada la demanda, el demandante al no 

estar de acuerdo con la sentencia interpuso recurso de nulidad, la que le es concedida y 

elevada al Tribunal Constitucional, la que resolvió declarando inaplicables por 

inconstitucionales el inc. f) del art. 132 de la Ordenanza Municipal N° 062-MML y el 

Decreto de Alcaldía N° 060-2003, asimismo declararon fundada la demanda, en 

consecuencia, ordenaron a la emplazada y a las autoridades administrativas que resulten 

competentes, abstenerse de aplicar el inc. f) del art. 132 de la Ordenanza Municipal N° 062-

MML y el Decreto de Alcaldía N° 060-2003, pudiendo restringir o prohibir el ejercicio del 

derecho de reunión, sólo sí, de conformidad con los fundamentos de esta sentencia, en 

atención a las circunstancias concretas de cada caso, si existen razones objetivas, 

suficientes y fundadas para ello, y lo demás contenido en la sentencia; conforme se puede 

apreciar a lo antes descrito, el proceso se tramitó dentro de los plazos de ley, con algunas 

deficiencias y contradicciones entre las instancias,” conforme se detalla en el presente 

trabajo. 

 

Al respecto “cabe precisar, que el presente resumen se ha elaborado conforme al diseño 

establecido por la Universidad Peruana de las América y finalmente se considera la 

referencia bibliográfica utilizada para la formulación del presente” resumen. 
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1. SÍNTESIS DE LA DEMANDA 

 

El “14 de febrero del año 2003, la Confederación General de Trabajadores del Perú 

(CGTP) debidamente representado por su Secretario General Juan José Gorritti Valle y 

otros, interponen demanda de acción de amparo, contra de la Municipalidad 

Metropolitana de Lima, representada por el Alcalde Luís Castañeda Lossio y su cuerpo 

de Regidores, por haberse vulnerado sus derechos constitucionales a la libertad de 

reunión, acción y de participación política y social, al haber expedido el Decreto de 

Alcaldía N° 060-2003, que prohíbe el ingreso al Centro de Lima, por ser lesivos a los 

derechos ciudadanos y contener el carácter autoritario de la ilegalidad” y arbitrariedad. 

 

1.1 Petitorio 

 

El “demandante peticiona que se deje sin efecto, ineficaz, inaplicable y nulo el Decreto de 

Alcaldía N°060-2003, expedido por el Alcalde Luís Castañeda Lossio, que prohíbe el 

ingreso al Centro de Lima, por ser lesivos a los derechos ciudadanos y contener el 

carácter autoritario de la ilegalidad” y arbitrariedad. 

 

1.2 Fundamentos de Hecho 

 

El accionante sustenta su petitorio en los siguientes fundamentos de hecho: 

 

- Que, “en el presente caso deberá ventilarse los derechos ciudadanos efectuados 

mediante prohibición de ingresar libremente al Centro Histórico de Lima, en especial a 

la Plaza Mayor, donde tiene su sede el Palacio Ejecutivo, renuente en hacer cumplir la 

Constitución Política del Perú y las normas del Congreso de la” República. 

 

- Que, el art. 167 del C.P. expresamente señala que: “El Funcionario Público que 

abusando de su cargo no autoriza, no garantiza, prohíbe o impide una reunión pública, 

lícitamente convocada, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 2 

años ni mayor de 4 años conforme lo establece el art. 36 incs. 1, 2 y 3. En el caso de 

autos el Alcalde de Lima, con amenazas ha prohibido el libre acceso a los trabajadores, 

a las distintas áreas de Lima Histórica, sin embargo, nada ha hecho por prohibir el 

accionar delincuencial de asaltantes y de la delincuencia común”. 
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- Que, “sobre la jerarquía  normativa el art. 51 de la Carta Magna expresamente señala 

que la Constitución prevalece sobre toda norma legal, la ley sobre las normas de inferior 

jerarquía y así sucesivamente, la publicidad es esencial para la vigencia de toda norma 

del Estado. La Ordenanza Municipal de prohibición, es una norma de menor jerarquía, 

que la Constitución, por lo tanto, está supeditado a este precepto constitucional” que 

prevalece. 

 

- El art. 200 inc. 2 de la Constitución Política del Perú vigente del año 1993, “establece 

expresamente: La Acción de Amparo que procede contra el hecho u omisión, por parte 

de cualquier autoridad, funcionario o persona que vulnera o amenaza los demás 

derechos reconocidos por la Constitución, no procede contra normas legales ni contra 

resoluciones judiciales emanadas de procedimiento regular”. 

 

- La 4ta. “disposición final y transitoria de la Constitución establece: Las normas relativas 

a los derechos y a las libertades que la constitución reconoce se interpretan de 

conformidad con la Declaración Universal de los Derechos Humanos y con los Tratados 

y Acuerdos Internacionales sobre las mismas materias ratificadas por el Perú, situación 

que concuerda con lo dispuesto por el art. 15 de la” Ley N° 25398. 

 

- El art. 8 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, señala; que: “Toda 

persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales competentes 

que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 

Constitución o por la Ley”. 

 

- Que, “con el indicado Decreto de Alcaldía, se ha violentado su Libertad de Reunión y de 

Libre Tránsito consagrados por el art. 2 inc. 12) de la Carta Magna, se ha transgredido 

también al impedirse y perturbarse su derecho a reunirse en forma pública y lícita, que 

establece el art. 166 del Código Penal tipifica y prohíbe, por lo que, es de aplicación los 

arts. 1, 2, 3, 7, 11, 24, incs. 2), 8), 13), 14) y 22) de la Ley N° 23506, los arts. 6, 15 y 33 

de la Ley N° 25398, así como, los arts. 1, 8, 24 y 25 sobre la obligación de respetar los 

derechos, las Garantías Judicial, la igualdad ante la Ley y la protección Judicial de la 

Contravención Americana sobre los Derechos Humanos de San José de Costa Rica, 

donde es suscriptor el Perú”. 
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1.3 Fundamentos de Derecho 

 

El “accionante ampara su pretensión en los siguientes fundamentos de derecho: En el 

inc. 2 del art. 200 de la Carta Magna y las leyes N° 23506, 25398 y demás normas que 

amparan la acción de amparo y el Código Procesal” Civil. 

”   

1.4 Vía procedimental 

 

El “expediente en estudio, por su propia naturaleza, se tramitó en la vía de proceso de 

acción” de garantía. 

 

1.5 Medio Probatorio 

 

El accionante presenta como medio probatorio la copia el Decreto de Alcaldía N° 060-

2003. 
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2. SÍNTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

El 5 de marzo del 2003, “la Municipalidad Metropolitana de Lima, representada por el Dr. 

Víctor Colmenares Ortega, contestó la demanda en los siguientes” términos: 

 

- Al Punto Primero, en forma imprecisa, oscura y ambigua, en este punto se dice que “En 

la presente causa deberá ventilarse los derechos ciudadanos efectuados mediante 

prohibición de ingresar libremente al Centro Histórico de Lima, en especial a la Plaza 

Mayor.”, “Asimismo indica que en la demandante se ha querido referir al Decreto de 

Alcaldía N° 060 del 20 de enero del año 2003 que reglamenta la Ordenanza N° 062, 

asimismo señala que con la demanda se le ha querido dar al dispositivo cuestionado, 

alcances y calidades legales que en realidad no tiene y menos el carácter de prohibitivo. 

Que la norma mencionada es un Decreto de Alcaldía, emitida para implementar 

Ordenanzas y no abusivamente, sino respetando el ejercicio de las facultades 

contenidas en la Ley Orgánica de Municipalidades (LOM) y en cumplimiento de 

funciones administrativas y expresamente en lo que dispone el art. 3 de la LOM que 

obliga a la Municipalidad a fomentar el bienestar de los vecinos, en el inc. 4 del art. 11 

que le da competencia para pronunciarse sobre asuntos de turismo y conservación de 

monumentos arqueológicos e históricos, en el inc. 13 del art. 65, que le asigna la 

responsabilidad de procurar, promover y administrar en su caso, los bienes de dominio 

público, como caminos, puentes plazas, avenidas, paseos, jardines, edificios públicos y 

otros análogos, y en los incisos 11 y 12 del art. 66 que le impone el deber de cumplir 

con promover y asegurar la conservación y custodia del patrimonio cultural local y la 

defensa de conservación de los monumentos arqueológicos históricos, y asimismo 

fomentar el turismo, restaurar el patrimonio histórico y cuidar de su conservación”. 

 

- Además precisa que la Municipalidad como: “Órgano de Gobierno Local no puede ni 

debe sustraerse al acatamiento y observancia del art. 21 de nuestra Carta Magna, 

más todavía cuando tiene el compromiso mundial de proteger zonas de enorme 

importancia cultural, que no solamente pertenecen a los peruanos, sino que por su 

valor inestimable, como el centro Histórico de Lima, ha sido declarada Patrimonio 

Cultural de la Humanidad por la UNESCO el 12 de diciembre del año 2001”. 
 

- Puntualizando además que el Decreto de Alcaldía N° 060-2003, “es de carácter 

preventivo y declarativo y ha sido emitido por autoridad legítima en el ejercicio de las 

funciones que le otorgan la LOM, por lo tanto, la norma tiene como finalidad hacer 

conciencia en los potenciales usuarios de la necesidad de respetar el derecho de los 

demás, de las mayorías, por cuanto, el derecho de reunión no es absoluto ni 
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irrestricto, sino que conforme lo señala el inciso 12) del art. 2 de la Constitución está 

condicionado a que la reunión sea pacífica y sin arma, no violenta ni llevando palos, 

botellas, lampas o picos, piedras y hasta bombas y petardos como ocurre con todas 

las manifestaciones hasta hoy convocadas. Estas afirmaciones son tan ciertas, que 

el propio dirigente de Construcción Civil, Sr. Mario Huamán, no ha podido menos que 

reconocer los actos vandálicos protagonizados por miembros de su gremio” el 29 de 

enero del 2003. 

 

- Al Segundo Punto, “menciona que el Decreto de Alcaldía N° 060, es una norma 

preventiva y no prohibitiva en sí mismo, pues el Municipio no puede desconocer las 

facultades que a su turno corresponden a la prefectura, tan es así, que en el art. 4 

del indicado Decreto se hace una invocación a las autoridades pertinentes para que 

cumplan con las atribuciones que gozan conforme a ley, en consecuencia, los 

funcionarios de la Municipalidad al dictar el Decreto de Alcaldía han actuado de 

acuerdo a sus atribuciones” y a la Ley.  

 

- Al Tercer Punto, “refiere que en este punto se pretende imputarle que estarían 

desobedeciendo la jerarquía de la normas, según el art. 51 de la Constitución y de 

esa manera incoherente, trata de decir que la Ordenanza Municipal es de prohibición 

y que es una norma de menor jerarquía y, por lo tanto, el precepto constitucional es 

el que prevalece, aclara que no se trata de una Ordenanza, sino de un Decreto de 

Alcaldía, la norma que está siendo cuestionada por la demandante, que como han 

manifestado es de naturaleza preventiva, siendo una disposición administrativa y 

jamás se ha pretendido que tal disposición esté por encima de la Constitución. 

Además que así consta del texto del art. 4 del Decreto que somos conscientes, que 

existen otras autoridades como la Prefectura que son las encargadas de cumplir el 

rol de custodia del orden público”. 

 

- Al Punto Cuarto, “que están de acuerdo con el texto del inc. 2 del art. 200 de la 

Constitución que ha sido citado por la actora y de su claro texto resulta que no es 

aplicable no contra el Alcalde ni contra el Municipio, porque no como funcionario ni 

como autoridad han incurrido en ningún acto que haya vulnerado ningún derecho 

reconocido por la Constitución, al contrario como se ha evidenciado su 

comportamiento ha sido en defensa de principios que deben ser respetados por 

todos los ciudadanos y en ejercicio de facultades otorgadas por la leyes y la propia 

Carta Magna, que obligan a proteger el patrimonio cultural de la nación, a velar por la 

seguridad ciudadana” y a fomentar el trabajo.  
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- Al Punto Quinto, “al respecto precisó que están conforme con los principios que 

importan y solventan la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución y el 

art. 15 de la Ley N° 25098 y es coincidentemente lo que ellos estaban propugnando y 

sosteniendo, esto es, que se mencionan en los dispositivos citados, porque ello 

permitirá definitivamente que el Decreto Municipal ha sido expedido sin transgredir 

ningún precepto de orden” público. 

 

- Al Punto Sexto, “que no niegan ni negaran el derecho de todo ciudadano para 

recurrir individual o corporativamente ante los tribunales nacionales competentes, 

ejerciendo el derecho de demandar la tutela jurisdiccional efectiva, tal como, lo 

consagra nuestro Código Procesal Civil, así como, el derecho individual de todos los 

justiciables, de ser titulares de ese derecho de tutela jurisdiccional efectiva, también 

se reconoce al emplazado en un proceso civil, el derecho de contradicción y al 

amparo de esa prerrogativa es que están contestando la demanda. Que ninguna 

actividad pública pedida por la demandante ha sido rechazada o prohibida por el 

Municipio, y ello, es así porque como tantas veces han señalado la norma 

cuestionada por el demandante es preventiva, no pudiendo  soslayarse de manera 

simplista el rol que también le cabe a la Prefectura. La norma, en ejercicio de las 

atribuciones que la Ley Orgánica de Municipalidades le concede, ha decidido 

prevenir el desorden, evitar el caos y maltrato de los ciudadanos y ha determinado 

que es un deber de la autoridad municipal y de todo ciudadano de Lima, preservar 

los monumentos que han sido calificados como Patrimonio Cultural de la 

Humanidad, que no se explica su insistencia y amenaza de persistir en realizar 

marchas y  concentraciones en el llamado Damero de Pizarro, justamente en la 

zona en la que se encuentran los monumentos históricos de mayor valor, cuando 

existen otras zonas de Lima, plaza y parques más amplios y seguros en donde se 

puede realizar todo tipo de reunión o concentración masiva, asimismo pone en riesgo 

otro valor que corresponde al Estado Cautelar, como lo es la seguridad ciudadana y 

el respecto por la persona humana, por tales razones, refieren que no han vulnerado 

ninguna garantía constitucional que reponer, que la Municipalidad  no ha violado o 

amenazado derechos constitucionales, que por lo expuesto, determina que sea 

inaplicable el art. 11 de la Ley N° 23506, asimismo al invocar el art. 24, el inc. 

pertinente” es el inc. 8). 

 

- Referente “a lo relacionado con la cita de los arts. 6 y 33 de la Ley N° 25398, no 

tenían nada que objetar y en cuanto al art. 15 no tenían nada que decir, porque ya 

había sido materia de comentario al tratar el punto” Quinto.   
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El “emplazado ampara la contestación de la demanda en los siguientes fundamentos de 

Hecho y otras” Argumentaciones: 

 

- La “Constitución ha establecido, al igual que en los demás derechos fundamentales, 

que el derecho de reunión no es uno absoluto o ilimitado. El propio texto 

constitucional ha previsto, para la materia en litis dos elementos que deben concurrir 

con el objeto de ejercer plenamente el derecho” de reunión: 
 

a. La reunión debe ser pacífica, sin arma. 

b. No debe producirse un menoscabo a la seguridad o sanidad pública. 

 

Efectivamente “el texto constitucional establece que toda persona tiene derecho a 

reunirse pacíficamente sin arma, entendido el concepto de paz en su sentido negativo 

que consiste en la ausencia de violencia: “Violencia social es la que se expresa en 

diversos grados y múltiples formas entre los individuales y grupos producto de 

circunstancias sociales que al permanecer y reproducirse históricamente estructuran y 

caracterizan una determina forma de organización social que mediatiza la potencial 

realización de sus” miembros. 

 

Es “una presión de naturaleza física, biológica, espiritual, ejercida directa o 

indirectamente por el ser humano sobre el ser humano que, pasando cierto umbral 

disminuye o anula su potencial de realización, tanto individual como colectiva,” dentro 

de la sociedad de que se trata. 

 

En consecuencia, “se puede concluir que una reunión llevada a cabo en una plaza o vía 

pública en la cual se presenta actos de violencia convierten a la misma en una reunión 

no pacífica y por consiguiente no amparada por el numeral 12) del” art. 2 de la 

Constitución. 

 

Es de conocimiento de toda la ciudadanía, “a través, de la prensa tanto escrita como 

hablada, la cantidad de manifestaciones que se producen a diario en la ciudad y de 

todos es también conocida la ola de violencia que se genera en ellas en especial las 

convocadas por la demandante, las cuales convierten la capital y especialmente el 

Centro Histórico de Lima en un sitio completamente inseguro para las personas que 

laboran en las diferentes entidades públicas que allí funcionan, locales privados, así 

como, para los propios transeúntes, viéndose afectados en muchos casos la integridad 

física de los ciudadanos que transitan por Lima, asimismo la propiedad de los comercios 

de particulares de la Municipalidades Metropolitana de Lima” y del Estado. 
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Es “también conocido por todos que las calles de Lima son extremadamente estrechas 

soportando aun así una gran densidad de público debido al volumen de personas que a 

diario transitan por ellas, no sólo por el gran comercio que allí se realiza, sino además 

por la influencia de ciudadanos, escolares y turistas que a diario visitan los diferentes 

momentos histórico de Lima (museos, templos, etc.), esto nos permite indicar que el 

Centro Histórico no resulta ser apto para reuniones masivas, las cuales como se ha 

indicado en la mayoría de los casos resultan ser agresivos y principalmente cuando son 

realizadas por los agremiados de la demandante, puesto que se pone en riesgo la 

integridad física de las personas que laboran y/o transitan en dicho espacio geográfico y 

que aumenta si se considera probable la producción de una catástrofe (como un 

incendio o un sismo) debido a la carencia de vías de escape, correspondiendo a la 

Municipalidad Metropolitana de Lima de acuerdo al marco constitucional delegado a los 

gobiernos locales, adoptar las medidas necesarias para prevenir estos eventos 

correspondiéndole, por lo tanto, brindar adecuada seguridad a los miles de 

transeúntes,” así como, a los ciudadanos que laboran en los diferentes entidades 

comercios de Lima. 

 

La realización “de manifestaciones dentro del Centro Históricos es además un problema 

de seguridad pública, entendida esta como la exención de peligro o daño de la 

ciudadanía, toda vez, que debido a la violencia que se produce en las manifestaciones 

organizadas por la demandante se generan gran inseguridad para los comerciantes, las 

personas que laboran y transeúntes que circulan diariamente en el Centro” Histórico. 

 

Como se puede ver, “los dos elementos que prevé el numeral 12) del art. 2 de la 

Constitución Política del Perú  (reunión pacífica y la garantía de seguridad pública) no 

se presentan cuando la demandante u otras agrupaciones como la Central de 

Trabajadores del Perú (CTP) realizan sus manifestaciones en el Centro Histórico de 

Lima, puesto que cuando ello ocurre la reunión se convierte en un verdadero campo de 

batalla que en muchos casos termina con saqueos a los comercios de Lima, perjuicio a 

los transeúntes (con atentados a su integridad física) y quizá uno de los aspectos más 

deplorables atentados contra el patrimonio cultural de la” Nación. 

 

Que, “el Decreto de Alcaldía N° 060-2003-MML, que supuestamente es la norma 

que coacta a la demandante su derecho a reunirse, ha sido emitida con el objeto 

de proteger el Centro Histórico de Lima, el cual, fue declarado Patrimonio Cultural 

de la Humanidad por al UNESCO. Sobre la anotada cabe indicar que el art. 21 de la 

Carta Magna, establece que los monumentos y lugares de valor histórico 
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expresamente declarados bienes culturales están protegidos por el Estado, lo que 

implica una obligación y un derecho de mi representada de velar por su preservación tal 

como lo dispone el numeral 11) del art. 67° de la Ley N° 23853, Ley Orgánica de 

Municipalidades, estando además protegido el Centro Histórico de Lima por la Ley N° 

24047 de Amparo al patrimonio Cultural de la Nación, por la Convención de 1972 para 

la protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural, así como, por la Ordenanza N° 

062-MML, la cual, de acuerdo al art. 200 de la Constitución Política Perú, tiene rango de 

Ley”. 

 

Que en la demanda “se indica que la supuesta conducta realizada por el señor Alcalde 

de Lima, ha consistido en haber realizado amenazas que han restringido el libre acceso 

del Centro Histórico de Lima, por lo tanto, al respecto no ha existido comisión alguna de 

delito, lo cual, se desprende” de la citada. 

 

En “el supuesto negado que el señor Alcalde haya realizado las amenazas antes 

descritas, estas no son suficientes para configurar la comisión del ilícito denunciado, tal 

como, se desprende de la citada, glosa. No resulta ser función de la Municipalidad 

Metropolitana de Lima autorizar  o garantizar las reuniones públicas, dado que ello 

corresponde a la Prefectura de Lima de acuerdo al numeral 4) del art. 17 del 

Reglamento de Organización y Funciones de las autoridades políticas aprobado por el 

Decreto Supremo” N° 004-91-IN. 

 

La tutela “jurisdiccional reclamada por la demandante y amparada en el numeral 2 del 

art. 200 y la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la Constitución, así como, en la 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, los Tratados y acuerdos 

internacionales ratificados por el Perú no es materia de controversia en el proceso de 

amparo. Las normas antes citadas tutelan el derecho de los ciudadanos a recurrir a las 

Entidades” correspondientes. 

 

En “el caso de un menoscabo a sus derechos, empero con la dación del Decreto de 

Alcaldía N° 060-MML, ante de vulnerarse un derecho. Como trata de demostrar la 

demandante se ampara 4 derechos constitucionales,” como son: 

 

- El derecho a la propiedad, tanto estatal como privada. (num. 16 del art. 2 de la 

Constitución) 

- El Derecho a la Seguridad Pública. 

- El “derecho a la integridad física de los ciudadanos que transitan diariamente por el 

Cercado de Lima (num. 1 del art. 2 de la” Constitución). 
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- La “obligación de defender a la persona humana y el respeto de su dignidad que son 

el fin supremo de la sociedad y del Estado” (art. 1 de la Constitución). 

 

Lo que quiere “la ciudadanía en general es que la autoridad estatal de garantías para el 

mantenimiento del orden en la ciudad, protegiendo no solamente el Centro Histórico, 

sino también la integridad y el derecho de los vecinos, transeúntes, transportistas, 

comerciantes y turistas a circular libremente sin temor las actividades sin” restricciones 

ni riesgos. 

 

Conforme ha manifestado “la opinión pública a través de los medios de comunicación, 

las manifestaciones, si bien, tienen el derecho a expresar sus protestas, deben hacerlo 

en un lugar adecuado, sin arrogarse arbitrariamente el derecho de adueñarse 

prepotentemente de las calles y vías de comunicaciones impidiendo el derecho de 

circular a quienes no comparten sus pretensiones, y que la mayoría de la ciudadanía 

que no tiene por qué ser afectada por reclamos grupales, que por su forma de 

realización violentista e irreflexiva sí constituyen verdaderos actos anticonstitucionales y 

repudiables que no están amparados en ningún instrumento legal, puesto que es un 

principio irrefutable que los derechos de unos terminan donde comienzan los derechos 

de los demás, siendo este principio la base de cualquier” decisión jurisdiccional. 

 

Fundamentos de Derecho 

 

El emplazado sustenta la contestación de la demanda en los siguientes fundamentos de 

derecho: 

- La Constitución Política del Perú, en los artículos citados anteriormente. 

- La Ley N° 23506, Ley de Hábeas Corpus y Amparo. 

- La Ley N° 23853, Ley Orgánica de Municipalidades. 

 

Medios Probatorios 

 

El demandado ofreció los siguientes medios probatorios: 

 

- Copia del Decreto de Alcaldía N° 060-2003. 

- Copia de la parte pertinente de la Ordenanza N° 062-2003. 

- Copia de la Ley N° 24047, Ley General de Amparo al Patrimonio Cultural de la Nación. 

- Copia de la parte pertinente de la Ley N° 23853, Ley Orgánica de Municipalidades. 

- Copia de la Declaración Pública de PROMOLIMA, que demuestra el sentir de los 

ciudadanos y vecinos del Centro Histórico de Lima.  
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3. FOTOSTÁTICAS DE LOS PRINCIPALES RECAUDOS Y MEDIOS PROBATORIOS 

3.1 DE LA DEMANDA 
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3.2 DEL AUTO ADMISORIO 
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3.3 DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
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3.4 DE LA RESOLUCIÓN QUE ADMITE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
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3.5 DEL DECRETO DE ALCALDÍA N° 060-2003 
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3.6 DE LA PARTE PERTINENTE DE LA ORDENANZA N° 062-2003 
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3.7 DE LA LEY N° 24047, LEY GENERAL DE AMPARO AL PATRIMONIO CULTURAL 

DE LA NACIÓN 
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3.8 DE LA PARTE PERTINENTE DE LA LEY N° 23853, LEY ORGÁNICA DE 

MUNICIPALIDADES 
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3.9 DE LA DECLARACIÓN PÚBLICA DE PROMOLIMA, QUE DEMUESTRA EL SENTIR 

DE LOS CIUDADANOS Y VECINOS DEL CENTRO HISTÓRICO DE LIMA 
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4. FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DEL JUEZ ESPECIALIZADO EN LO CIVIL 
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5. FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DE LA SALA ESPECIALIZADA DE LA CORTE 

SUPERIOR DE LIMA 
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6. FOTOCOPIA DE LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
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7. JURISPRUDENCIA DE LOS ÚLTIMOS DIEZ AÑOS. 

   

El “expediente en estudio, tiene como materia el proceso de acción de amparo, motivo 

por el cual, se considera la siguiente jurisprudencia de los últimos diez” años: 

    

7.1 Expediente N° 03891-2011.PA/TC – Lima. 

 

“En el referido expediente, se puntualiza respecto al Derecho del Debido Proceso, de 

la siguiente forma: Que en diversas oportunidad se han referido al Derecho del 

Debido Proceso, conforme se encuentra establecido en el art. 139.3 de la 

Constitución Política del Perú, aplicable no solo a nivel judicial, sino también en sede 

administrativa e incluso entre particulares, supone el cumplimiento de todas las 

garantías, requeridas y normas de orden público que deben observarse en las 

instancias procesales de todos los procedimientos, incluidos los administrativos y 

conflictos entre privados, a fin de que las personas estén en condiciones de defender 

adecuadamente sus derechos ante cualquier acto que pueda afectarlos, de esta 

forma, se pronunció el Tribunal Constitucional en el Exp. N° 03891-2011.PA/TC”.  

 

7.2 Exp. N° 04650-2011-PA/TC – Lima. 

 

En el Exp. N° 04650-2011-PA/TC–Lima, se precisa referente a la vía idónea de la 

acción de amparo, de la siguiente forma: “Ha determinado que la acción de amparo 

sea considerado como un proceso subsidiario y excepcional. El proceso de amparo 

sólo atiende requerimiento de urgencia (STC N° 4196-2004-AA/TC) y cuando las vías 

ordinarias no sean idóneas, satisfactorias, si el demandante dispone de un proceso 

cuya finalidad también es la protección del derecho constitucional presuntamente 

lesionado, siendo igualmente idónea para tal fin, entonces debe acudir a dicho 

proceso”.  

 

7.3 Exp. N° 04293-2012-PA/TC – Loreto. 

 

“En el Exp. N° 04293-2012-PA/TC–Loreto, se precisa respecto al principio de 

congruencia en sede administrativa, de la siguiente manera: “Es aquel que mediante 

el cual debe resolver en función de lo pedido o solicitado, es decir, el órgano judicial 

o administrativo no puede apartarse de dicho criterio, sin embargo, este criterio no 

debe ser rígido, por el contrario debe ser flexible en temas administrativos”. 
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7.4 Exp N° 026053-2013-PA/TC-Lima. 

 

El TC se ha pronunciado en el Exp. N° 02053-2013-PA/TC-Lima, “…Atendiendo a 

que el demanda de amparo ha sido interpuesta hace más de 3 años (6 de setiembre 

de 2012) y además a que existen en estos autos suficientes antecedentes como para 

resolver la cuestión de Derecho planteado, corresponde emitir pronunciamiento 

sobre el fondo de la controversia, en aplicación de los principios de economía y 

celeridad expresamente reconocidos en el artículo III del Título Preliminar del Código 

Constitucional”.    

 

7.5 Exp N° 03238-2013-PA/TC – Lima. 

 

En el Exp N° 03238-2013-PA/TC-Lima, se precisa, que: “El Tribunal en constante y 

reiterada jurisprudencia, ha destacado que el amparo contra resoluciones judiciales 

se encuentra circunscrito a cuestionar decisiones judiciales que vulneren de forma 

directa los derechos constitucionales de las personas. Y es que, a juicio de este 

colegiado, la irregularidad de una resolución judicial que revista relevancia 

constitucional se produce cada vez que éste se expida violando cualquier derecho 

fundamental y no sólo los derechos contemplados en el art. 4 del Código Procesal 

Constitucional”.   

 

7.6 Exp. N° 03700-2013-PA/TC - Lambayeque. 

 

“En el Exp. N° 03700-2013-PA/TC-Lambayeque, se precisa referente al agotamiento 

de la vía administrativa, de la siguiente manera: Aunque las instancias judiciales 

precedentes han declarado la improcedencia de la demanda por considerar que no 

se ha agotado la vía administrativa, estimamos que se ha obviado o pronunciarse 

sobre si estaba exceptuado de agotarla o no, máxime si se tiene en consideración 

que precisamente, el actor aduce no haber participado en la fiscalización. Tampoco 

puede soslayarse que en la vía administrativa, el propio TC ha determinado una serie 

de irregularidades que según el accionante, no fueron subsanadas y terminaron 

conculcando sus derechos fundamentales, por ello, no debió estimarse la excepción 

de falta de agotamiento de la vía administrativa”.  

  

7.7 Exp. N° 00987-2014-PA/TC - Santa. 

 

En el Exp. N° 00987-2014-PA/TC - Santa, se precisa referente a la improcedencia de 

la demanda de recurso de amparo, de la siguiente forma: “Que debe tenerse 



                                                                                 78 

presente que sólo se cabe acudir al rechazo liminar de la demanda de amparo, 

cuando no exista margen de duda respecto de su improcedencia. Dicho en otras 

palabras, cuando de alguna manera manifiesta se configure una causal de 

improcedencia especialmente prevista en el Código Procesal Constitucional”.  

 

7.8 Exp. N° 01643-2014-PA/TC - Ica. 

 

El TC se ha pronunciado en el Exp. N° 01643-2014-PATC-Ica, que: “Uno de los 

derechos susceptibles de tutela mediante el proceso de amparo es el derecho de 

petición. Este derecho, reconocido en el art. 2 num. 20 de la Constitución Política, 

establece que toda persona tiene derecho “a formular peticiones individual o 

colectivamente, por escrito ante autoridad competente, la que está obligada a dar al 

interesado una respuesta también por escrito dentro del plazo legal bajo 

responsabilidad” (énfasis agregado)”.  

 

7.9 Exp. N° 01665-2014-PHC/TC – Ica. 

 

“En el Exp. N° 01665-2014-PHC/TC – Ica, se precisa respecto a la pluralidad de 

instancias, de la siguiente forma: Que el derecho a la pluralidad de instancias es un 

derecho de configuración legal, es decir, un derecho cuyo ámbito de protección, así 

como, los requisitos, condiciones y límites a su ejercicio corresponden determinar al 

legislador”. En la STC N° 4235-2010-HC/TC, se expresó “Que el derecho a los 

medios impugnatorios sea un derecho fundamental de configuración legal, implica 

que corresponde al legislador crearlos, establecer los requisitos que se debe cumplir 

para que estos sean admitidos, además de prefigurar el procedimiento que se debe 

seguir”. 

 

7.10 Exp. N° 00156-2012-PHC/TC – Lima. 

 

“En el Exp. N° 00156-2012-PHC/TC-Lima, se puntualiza respecto a la Garantía 

Mínima del Debido Proceso, en el siguiente sentido: Que sobre este aspecto es 

necesario volver a destacar que las garantías mínimas del debido proceso deben 

observarse no solo en sede jurisdiccional, sino también en la administración 

sancionatoria, corporativa y parlamentaria. Precisando que el elenco de garantías 

mínimas establecido en el numeral 2 del mismo precepto se aplica también a las 

órdenes: civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter: corporativo y parlamentario, 

y por ende, este tipo de materias el individuo tiene también el derecho, en general, al 

debido proceso que se aplica en materia penal”.  
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8. DOCTRINA ACTUAL DE LA GARANTÍA CONSTITUCIONAL DE ACCIÓN DE 

AMPARO 

 

El “expediente en estudio tiene como materia la Garantía Constitucional de Acción de 

Amparo, prevista en el art. 200, inc. 2 y otros artículos pertinentes de la Constitución 

Política del Perú, cuyo proceso se tramitó en vía de Proceso de Acción de Garantía, de 

conformidad a la Ley N° 23506, Ley de Hábeas Corpus y Amparo, por encontrarse 

vigente en el año 2003, cuando se interpuso la demanda, sin embargo, esta norma fue 

derogada por el Código Procesal Constitucional, Ley N° 28237 del 31 de mayo del 

año 2004, en actual vigencia,” cuya doctrina actual de la materia sublitis es la siguiente: 

 

8.1 La Acción de Amparo. 

 

La Acción de Amparo, “es una garantía constitucional, que se encuentra prevista en 

el art. 200, inc. 2 de la Constitución Política del Perú de 1993, que expresa 

literalmente: “La acción de amparo, que procede contra el hecho u omisión, por parte 

de cualquier autoridad, funcionario o persona que vulnera o amenaza los demás 

derechos reconocidos por la Constitución, con excepción de los señalados en el 

inciso siguiente. No procede la Acción de Amparo contra norma legales ni contra 

Resoluciones Judiciales emanadas de procedimiento” regular. 

 

Conforme a la doctrina jurisprudencial, “el proceso de acción amparo1 es una 

garantía destinada a proteger los derechos consagrados en las Constitución Política 

del Perú, su objeto es reponer las cosas al estado anterior a la amenaza o 

vulneración del derecho constitucional, y su naturaleza es restitutiva y no declarativa 

de derecho. Se precisa que la acción de amparo no es un proceso constitucional 

mediante el cual se pueda declarar un derecho ni hacer extensivos los alcances de 

una norma legal a quienes no están expresamente comprendidos en ella. La acción 

de amparo, es un proceso, por el cual, una persona acude al Juez civil, mixto o 

constitucional del lugar donde se afectó el derecho o donde tiene su domicilio 

principal el afectado, a elección del demandante, solicitando que se ponga fin al acto 

u omisión, de un privado o un organismo estatal, que pone en peligro o lesiona sus 

derechos. El Código Procesal Constitucional regula los procesos constitucionales de 

habeas corpus, amparo, habeas data, cumplimiento, inconstitucionalidad, acción 

                                                           
1 Información extraída el 15 de marzo del 2019 de la página Web del Ministerio de Justicia Constitución Política 

del Perú: Spij.minjus.gob.pe/libre/main.asp.” 
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popular y los conflictos de competencia, previstos en los artículos 200 y 202” inciso 

3) de la constitución. 

 

Son “fines esenciales de los procesos constitucionales garantizar la primacía de la 

constitución y la vigencia de los derechos” constitucionales. 

 

Los principios “procesales y los procesos constitucionales, se desarrollan con arreglo 

a los principios de dirección judicial del proceso, gratuidad en la actuación del 

demandante, economía, inmediación y socialización procesales. El juez y el tribunal 

constitucional tienen el deber de impulsar de oficio los procesos, salvo en los casos 

expresamente señalados en el presente código. Asimismo, el juez y el tribunal 

constitucional deben adecuar la exigencia de las formalidades previstas en este 

código al logro de los fines de los procesos constitucionales. Cuando en un proceso 

constitucional se presenta una duda razonable respecto de si el proceso debe 

declararse concluido, el juez y el tribunal constitucional declararan su continuación. 

La gratuidad prevista en este artículo no obsta cumplimiento de la resolución judicial 

firme que disponga la condena en costas de costos conforme a lo previsto por el 

presente” código. 

 

Los órganos competentes, “los procesos constitucionales son de conocimiento del 

Poder Judicial y del TC de conformidad con lo dispuesto en la Constitución, en sus 

respectivas Leyes Orgánicas y en el presente” código. 

 

El control difuso e interpretación constitucional, “cuando exista incompatibilidad entre 

una norma constitucional y otra de interior jerarquía, el Juez debe preferir la primera, 

siempre que ello sea relevante para resolver la controversia y no sea posible obtener 

una interpretación conforme a la constitución. Los jueces no pueden dejar de aplicar 

una norma cuya constitucionalidad haya sido confirmada en un proceso de 

inconstitucionalidad o en un proceso de acción popular. Los jueces interpretan y 

aplican las leyes o toda norma con rango de ley y los reglamentos según los 

preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpretación de los mismos 

que resulte de las resoluciones dictadas” por el TC. 

 

Las sentencias del TC que adquieren autoridad de cosa juzgada, constituyen 

precedentes vinculantes, cuando así lo exprese la sentencia, precisando el extremo 

de su efecto normativo. Cuando el tribunal constitucional resuelva apartándose del 
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precedente, debe expresar los fundamentos de hecho y de derecho que sustentan la 

sentencia y las razones por las cuales se aparta” del precedente. 

 

El “Juez competente debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque no 

haya sido invocado por las partes o lo haya sido erróneamente. 

 

En “caso de vacío o defecto de la presente ley, serán de aplicación supletoria los 

códigos procesales afines a la materia discutida, siempre que no contradigan los 

fines de los procesos constitucionales y los ayuden a su mejor desarrollo. En defecto 

de las normas supletorias citadas, el Juez podrá recurrir a la jurisprudencia, a los 

principios generales del derecho procesal” y a la doctrina. 

 

Los procesos2 de garantía constitucionales, “tienen por finalidad proteger los 

derechos constitucionales, reponiendo las cosas al estado anterior a la violación o 

amenaza de violación, de un derecho constitucional o disponiendo el cumplimiento 

de un mandato legal o de un acto” administrativo. 

 

Si “luego de la presentada la demanda cesa la agresión o amenaza por decisión 

voluntaria del agresor, o si ella deviene un irreparable, el juez, atendiendo a la 

agresión producida, declarara fundada la demanda precisando los alcances de su 

decisión, disponiendo que el emplazado no vuelva a incurrir en las acciones y 

omisiones que motivaran la interposición de la demanda, y que se procediera de 

modo contrario se le aplicaran las medidas coercitivas previstas en el artículo 22 del 

presente código, sin perjuicio de la responsabilidad penal” que corresponda. 

 

Los “procesos constitucionales de las hábeas corpus, amparo y hábeas data 

proceden cuando se amenace o viole los derechos constitucionales por acción y 

omisión de actos de cumplimiento obligatorio, por parte de cualquier autoridad, 

funcionario y de inminente realización. El proceso de cumplimiento procede para que 

se acate una norma legal o se ejecute un acto” administrativo. 

Cuando “se invoque la amenaza o violación de actos que tienen como sustento la 

aplicación de una norma autoaplicativa incompatible con la constitución, la sentencia 

que declare fundada la demandad dispondrá, además, la inaplicabilidad de la citada 

norma. Son normas autoaplicativas, aquellas cuya aplicabilidad, una vez que han 

                                                           
2 Información extraída el 24 de marzo del 2019 de la página Web del Ministerio de Justicia, Ley N° 23506, Ley de 

Hábeas Corpus y Amparo: Spij.minjus.gob.pe/libre/main.asp.” 
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entrado en vigencia, resulta inmediata e incondicionada. Las decisiones 

jurisdiccionales que se adopten en aplicación del control difuso de la 

constitucionalidad de las normas, serán elevadas en consulta a la Sala Constitucional 

y Social de la Corte Suprema de Justicia de la República, si no fueran impugnadas. 

Lo son igualmente las resoluciones judiciales, en segunda instancia en las que se 

aplique este mismo precepto, aun cuando contra éstas no proceda medio 

impugnatorio alguno. En todos estos casos, los jueces se limitan a declarar la 

inaplicación de la norma por incompatibilidad inconstitucional, para el caso concreto, 

sin afectar su vigencia realizando interpretación constitucional, conforme a la forma y 

modo que la Constitución establece. Cuando se trata de normas de menor jerarquía, 

rige el mismo principio, no requiriéndose la elevación en consulta, sin perjuicio el 

proceso de acción popular. La consulta a que hace alusión el presente artículo se 

hace en interés” de la ley. 

 

El amparo “procede respecto de resoluciones judiciales firmes dictadas con 

manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, que comprende el acceso a la justicia 

y el debido proceso. Es improcedente cuando el agraviado dejo consentir la 

resolución que dice afectarlo. Se entiende por tutela procesal efectiva aquella 

situación jurídica de una persona en la que se respetan, de modo enunciativo, sus 

derechos de libre acceso al órgano jurisdiccional, a probar, de defensa, al 

contradictorio e igualdad sustancial en el proceso, a no ser desviado de la 

jurisdicción predeterminada ni sometida a procedimientos distintos de los previstos 

por la ley, a la obtención de una resolución fundada en derecho a acceder a los 

medios impugnatorios regulados, a la imposibilidad de revivir procesos fenecidos a la 

actuación adecuada y temporalmente oportuna de las resoluciones judiciales y a la 

observancia del principio de legalidad procesal” penal. 

 

8.2 No Proceden los Procesos Constitucionales: 3 

 

- Cuando “los hechos y el petitorio de la demanda no están referidos en forma directa 

al contenido constitucionalmente protegido del derecho” invocado. 

- Existan “vías procedimientos específicos, igualmente satisfactorias, para la 

protección del derecho constitucional amenazado o vulnerable, salvo cuando se 

trate del proceso de habeas” corpus. 

                                                           
3 Información extraída el 25 de marzo del 2019 de la página Web del Ministerio de Justicia, Código Procesal 

Constitucional: Spij.minjus.gob.pe/libre/main.asp.” 



                                                                                 83 

- El “agraviado haya recurrido previamente a otro proceso judicial para pedir tutela 

respecto de su derecho” constitucional. 

- No “se hayan agotado las vías previas, salvo en los casos previstos por este Código 

y en el proceso de habeas” corpus. 

- A “la prestación de la demanda ha cesado la amenaza o violación de un derecho 

constitucional o se ha convertido” en irreparable. 

- Se cuestione una resolución firme recaída en otro proceso constitucional o haya 

litispendencia. 

- Se “cuestionen las resoluciones definitivas del consejo nacional de la magistratura 

en materia de la destitución y ratificación de jueces y fiscales siempre que dichas 

resoluciones hayan sido motivadas y dictadas con previa audiencia al interesado.” 

- Se cuestionen las resoluciones del Jurado Nacional de Elecciones en materias 

electorales, de referéndum o de otro tipo de consultas populares, bajo 

responsabilidad. Las resoluciones en contrario, de cualquier autoridad, no surten 

efecto” legal alguno.  

- Se “trate de conflictos entre entidades de derecho público interno. Los conflictos 

constitucionales surgidos entre dichas entidades, sean poderes del Estado, órgano 

de nivel o relevancia constitucional, gobiernos locales y regionales, serán resueltos 

por las vías procedimiento” correspondiente. 

- Ha vencido el plazo para interponer la demanda, con excepción del proceso de 

habeas corpus. 

 

En los “procesos constitucionales solo adquiere la autoridad de cosa juzgada la 

decisión final que se pronuncie sobre el fondo, representación procesal del Estado. 

La defensa del Estado o de cualquier funcionario o servidor público está a cargo del 

procurador público o del representante legal respectivo, quien deberá ser emplazado 

con la demanda. Además, debe notificarse con ella a la propia entidad estatal o al 

funcionario o servidor demandado, quienes pueden intervenir en el proceso. Aun 

cuando no sea apersonaran, se les debe notificar la resolución que ponga fin al 

grado. Su no participación no afecta la validez del proceso. El procurador público, 

antes de que el proceso sea resuelto en primer grado, está facultado para poner en 

conocimiento de titular de la entidad su opinión profesional motivada cuando 

considere que se afecta al derecho constitucional invocado. Si el demandante 

conoce, antes de demandar o durante el proceso, que el funcionario contra quien 

dirige la demanda ya no ocupa tal cargo, puede solicitar al juez que este no sea 

emplazado” con la demanda. 
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El “Recurso de Agravio Constitucional, contra la resolución de segundo grado que 

declara infundada o improcedente la demanda, procede recursos de agravio 

constitucional ante el TC, dentro del plazo de 10 días contados desde el día 

siguiente de notificada la resolución. Concedido el recurso, el presidente de la sala 

remite al TC el expediente dentro del plazo máximo de 3 días, más el término de la 

distancia,” bajo responsabilidad. 

 

El Recurso de Queja, “contra la resolución que deniega el recurso de agravio 

constitucional procede recurso de queja. Este se interpone ante el TC dentro del 

plazo de 5 días siguientes a la notificación de la denegatoria. Al escrito que contiene 

el recurso y su fundamentación, se anexa copias de la resolución recurrida y de la 

denegatoria certificadas por abogado, salvo el caso del proceso de habeas corpus. El 

recurso será resuelto dentro de los diez días de recibido, sin dar lugar a trámite. Si el 

TC declara fundada la queja, conoce también el recurso de agravio constitucional, 

ordenado al Juez Superior, el envió del expediente dentro del tercer día de oficiado, 

bajo responsabilidad”. 

 

Pronunciamiento del TC., dentro de un plazo máximo de 20 días “tratándose de las 

resoluciones denegatorias de los procesos de habeas corpus, y 30 cuando se trata 

de los procesos de amparo, habeas data y de cumplimiento, el TC se pronunciará 

sobre el recurso interpuesto. Si el TC considera que la resolución impugnada ha sido 

expedida incurriéndose en un vicio del proceso que ha afectado el sentido de la 

decisión, la anulará y ordenará se reponga el trámite al estado inmediato anterior de 

la ocurrencia del vicio, sin embargo, si el vicio incurrido solo alcanza a la resolución 

impugnada, el Tribunal la revoca y procede a pronunciarse sobre” el fondo. 

 

Incorporación de medios probatorios sobre “hechos nuevos al proceso, los medios 

probatorios que acreditan hechos trascendentes para el proceso, pero que ocurrieron 

con posterioridad a la interposición de la demanda, pueden ser admitidos por el Juez 

a la controversia principal o a la cautelar, siempre que no requieran actuación. El 

Juez pondrá el medio probatorio en conocimiento de la contraparte antes de expedir 

la resolución que ponga fin al” grado. 

 

8.3 La Acción de Amparo Procede en Defensa de los Siguientes Derechos: 

- De igualdad y de no ser discriminado por razón de origen, sexo, raza, orientación 

sexual, religión, opinión, condición económica, social, idioma, o de cualquiera otra 

índole. 
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- Del ejercicio público de cualquier confesión religiosa. 

- De información, opinión y expresión. 

- A la libre contratación. 

- A la creación artística, intelectual y científica. 

- De la inviolabilidad y secreto de los documentos privados y de las comunicaciones. 

- De reunión. 

- Del honor, intimidad, voz, imagen y rectificación de informaciones inexactas o 

agraviantes. 

- De asociación. 

- Al trabajo. 

- De sindicación, negociación colectiva y huelga. 

- De propiedad y herencia. 

- De petición ante la autoridad competente. 

- De participación individual o colectiva en la vida política del país. 

- A la nacionalidad. 

- De tutela procesal efectiva. 

- A la educación, así como, el derecho de los padres de escoger el centro de 

educación y participar en el proceso educativo de sus hijos. 

- De impartir educación dentro de los principios constitucionales. 

- A la seguridad social.  

- De la remuneración y pensión. 

- De la libertad de cátedra. 

- De acceso a los medios de comunicación social en los términos del artículo 35 de la 

Constitución. 

- De gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de la vida. 

- A la salud. 

- Los demás que la constitución reconoce. 

 

No “procede el amparo en defensa de un derecho que carece de sustento 

constitucional directo o que no está referido a los aspectos constitucionalmente 

protegidos del” mismo. 

 

El “Derecho a la Libertad de Reunión, es un derecho constitucional se encuentra 

normada en el art. 2, numeral 12 de la Constitución Política del Estado, que expresa 

literalmente: A reunirse pacíficamente sin armas. Las Reuniones en locales privados 

o abiertos al público no requieren aviso previo. Las que se convocan en plazas y vías 
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públicas exigen anuncio anticipado a la autoridad, la puede prohibirlas solamente por 

motivos probados de seguridad o de sanidad” públicas.  

 

8.4 El Tribunal Constitucional4 

 

El Tribunal Constitucional es un organismo constitucional e independiente del Estado 

Peruano. 

 

El Tribunal Constitucional tiene su sede oficial e histórica ubicada en la calle Misti N° 

102 de la ciudad de Arequipa y una sede operativa nacional (Casa de Pilatos), 

ubicada en el Jr. Ancash N° 390, en el Cercado de Lima. 

 

El Tribunal Constitucional, (en adelante TC),  es el órgano supremo de interpretación 

y control de la constitucionalidad. Es autónomo e independiente, porque en el 

ejercicio de sus atribuciones no depende de ningún órgano constitucional. 

 

El TC se encuentra sometido solo a la Constitución y a su Ley Orgánica, Ley N° 

28301. 

 

Función 

 

El TC es el órgano supremo de interpretación y control de la constitucionalidad. Es 

autónomo e independiente de los demás constitucionales. Se encuentra sometido 

sólo a la Constitución y a su Ley Orgánica. Puede por acuerdo mayoritario de sus 

miembros, tener sesiones descentralizadas en cualquier otro lugar de la República.  

 

Al TC se le ha confiado la defensa del principio de supremacía constitucional, es 

decir, como supremo intérprete de la Constitución, cuida que las leyes, los órganos 

del Estado y los particulares, no vulneren lo dispuesto por ella. Interviene para 

restablecer el respeto de la Constitución en general y de los derechos 

constitucionales en particular. 

 

 

 

                                                           
4 Información obtenida el 5 de Mayo del 2019, de INTERNET de la página Web: 

es.wikipedia.org/wiki/Tribunal_Constitucional_(Perú)  
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Competencia 

 

Corresponde al Tribunal Constitucional 

 

a. Conocer en instancia única, la acción de inconstitucionalidad. 

b. Conocer en última y definitiva instancia las resoluciones denegatorias de hábeas 

corpus, amparo, hábeas data y cumplimiento. 

c. Conocer los conflictos de competencia o de atribuciones asignadas por la 

Constitución, conforme a Ley. 

d. Resolver las quejas por denegatoria del recurso de agravio constitucional. 

 

El TC puede dictar reglamentos para su propio funcionamiento, así como, sobre el 

régimen de trabajo de su personal y servidores dentro del ámbito de autrizados por 

su Presidente, se publican en el Diario Oficial El Peruano. 

 

Los Procesos Constitucionales 

 

El Código Procesal Constitucional, Ley N° 28237, regula los procesos 

constitucionales previstos en los artículos 200 y 202, inciso 3) de la Constitución. Se 

puede distinguir siete procesos constitucionales: 

 

1) Proceso de Hábeas Corpus. 

2) Proceso de Amparo. 

3) Proceso de Hábeas Data. 

4) Proceso de Cumplimiento. 

5) Proceso de Inconstitucionalidad. 

6) Proceso Competencial. 

7) Proceso de Acción Popular. 

 

Los procesos constitucionales, se clasifican en función del objeto de protección de 

cada uno de ellos. Existen tres clases: 

 

1) Procesos de Tutela de Derechos.- Tiene por ovejo la tutela jurisdiccional de los 

derechos constitucionales. Corresponde a este tipo de procesos: El proceso de 

hábeas corpus, el proceso de amparo, el proceso de hábeas data y el proceso de 

cumplimiento. 
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2) Procesos de Control Normativo.- Tienen por objeto proteger jurídicamente la 

primacía de la Constitución respecto a las leyes o normas con rango de Ley, en el 

caso del proceso de inconstitucionalidad, y la primacía de la Constitución y de la 

Ley respecto a resto de normas de rango inferior a la ley, en el caso del proceso 

de acción popular. En ambos procesos, es el orden jerárquico de las normas 

(principio de jerarquía de las normas) de nuestro sistema jurídico el que constituye 

el objeto de protección (Sistema de Fuentes Prescrito por nuestra Constitución 

Política). 

3) Proceso de Conflicto Competencial.-  Tiene por objeto la protección de las 

competencias que la Constitución y las leyes orgánicas atribuyen a los poderes 

del Estado, los ´órganos constitucionales y a los gobiernos regionales y locales 

(municipalidades). Aquí se encuentra el proceso competencial. 

 

Pleno 

 

El quórum del TC, es de 7 de sus miembros. El TC, en Sala Plena, resuelve y adopta 

acuerdos por mayoría simple de votos emitidos, salvo para resolver la inadmisibilidad 

de la demanda de inconstitucionalidad o para dictar sentencia que declare la 

inconstitucionalidad de una norma con rango de ley, casos en los que se exigen 5 

votos conformes. 

 

De no alcanzarse la mayoría calificada de 5 votos en favor de la inconstitucionalidad 

de la norma impugnada, el TC dictará sentencia declarando infundada la demanda 

de inconstitucionalidad. 

 

Magistrados  

 

El TC está integrado por siete miembros que ostentan el título de Magistrados del 

TC. Sin designados por el Congreso de la República, mediante resolución legislativa, 

con el voto de dos tercios del número legal de sus miembros. 

 

Designación  

 

De acuerdo con el artículo 201 de la Constitución Política, los miembros del TC son 

elegidos por el Congreso de la República con el voto favorable de los dos tercios del 

número legal de sus miembros. Para el efecto, el Congreso designa una Comisión 

Especial integrada por un mínimo de cinco y un máximo de nueve Congresistas, 
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respetado en lo posible la proporción de cada grupo parlamentario en el Congreso, 

para encargarse de recibir propuestas y seleccionar a los candidatos antes de ser 

puestos al pleno. 

 

Designación para el cargo de Magistrados del TC, es por un periodo de 5 años, sin 

posibilidad de reelección inmediata. Los Magistrados del TC continúan en el ejericio 

de sus funciones hasta que hayan tomado posesión quienes han de sucederles. 

 

Para ser Magistrados del TC se requiere: 

 

 Ser peruano de nacimiento. 

 Ser ciudadano en ejercicio. 

 Ser mayor de 45 años 

 Haber sido Magistrado de la Corte Suprema o Fiscal Superior durante 10 años o 

haber ejercicio la abogacía o la cátedra universitaria en materia jurídica durante 15 

años. 

 

No pueden ser elegidos miembros del Tribunal: 

 

 Los Magistrados del Poder Judicial o del Ministerio Público que hayan sido objeto 

de separación o destitución por medida disciplinaria. 

 Los abogados que han sido inhabilitados por sentencia judicial o por resolución 

del Congreso de la República. 

 Los que han sido condenados o que se encuentran siendo procesados por delito 

doloso. 

 Los que han sido declarados en estado de insolvencia o de quiebra. 

 Los que han ejercicio cargos políticos o de confianza en gobiernos de facto.  

A pesar de que es tradicional que se busquen abogados con una larga trayectoria y 

sin filiaciones políticas, el Tribunal Constitucional o el anterior  Tribunal de Garantías 

Constitucionales han tenido como miembros a exfuncionarios y exparlamentarios, 

tales son los casos de Javier Alva Orlandini, Jorge Vásquez Salas entre otros.   

 

Funciones 

 

La función del Magistrado del Tribunal, es a dedicación exclusiva. Le está prohibido 

desempeñar cualquier otro cargo público o privado y ejercer cualquier profesión u 
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oficio, a excepción de la docencia universitaria, siempre que no afecte el normal 

funcionamiento del Tribunal. 

 

Privilegios 

 

Los Miembros del TC no están sujetos a mandato imperativo, ni reciben instrucciones 

de ninguna autoridad. Gozan de inviolabilidad. No responden por sus votos u 

opiniones emitidas en el ejercicio de su cargo. También gozan de inmunidad. No 

pueden ser detenidos ni procesados sin autorización del pleno del Tribunal, salvo 

flagrante delito. 

 

Presidente. 

 

Los Magistrados del Tribunal, en pleno y mediante votación secreta, eligen entre sus 

miembros al Presidente. 

 

Para la elección, en primera votación, se requieren no menos de 5 votos. Si no se 

alcanza, se procede a una segunda votación, en la que resulta el ganador. 

 

El actual presidente del TC es Ernesto Blume Fortini.      
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9. SÍNTESIS ANALÍTICA DEL TRÁMITE PROCESAL 

 

Realizado la síntesis analítica del trámite procesal del expediente en estudio, se verificó 

lo siguiente: 

 

9.1 La Demanda. 

 

El 14 de febrero del año 2003, “La Confederación General de Trabajadores del Perú 

(CGTP) debidamente representado por su Secretario General Juan José Gorritti 

Valle y otros, interpone demanda de acción de amparo, en contra de la 

Municipalidad de Lima Metropolitana representada por el Alcalde Luís Castañeda 

Lossio y su cuerpo de Regidores, por haberse vulnerado sus derechos 

constitucionales a la libertad de reunión, acción y de participación política y social, 

al haber expedido el Decreto de Alcaldía N° 060-2003, que prohíbe el ingreso al 

Centro de Lima, por ser lesivos a los derechos ciudadanos y contener el carácter 

autoritario de la ilegalidad” y arbitrariedad. 

El “demandante peticiona que se deje sin efecto, ineficaz, inaplicable y nulo el 

Decreto de Alcaldía N°060-2003, expedido por el Alcalde Luís Castañeda Lossio, 

que prohíbe el ingreso al Centro de Lima, por ser lesivos a los derechos ciudadanos 

y contener el carácter autoritario de la ilegalidad y” arbitrariedad. 

 

El recurrente “sustenta su petición en los siguientes fundamentos de hecho, que 

en el presente caso deberá ventilarse los derechos ciudadanos efectuados 

mediante prohibición de ingresar libremente al Centro Histórico de Lima, en 

especial a la Plaza Mayor, donde tiene su sede el Palacio Ejecutivo, renuente en 

hacer cumplir la Constitución y las normas del Congreso de la” República. 

 

Que, “el art. 167 del C.P. expresamente señala que: El Funcionario Público que 

abusando de su cargo no autoriza no garantiza, prohíbe o impide una reunión 

pública, lícitamente convocada, será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de 2 años ni mayor de 4 años conforme lo establece el art. 36 incs. 1, 2 y 3. 

En el caso de autos el Alcalde de Lima Metropolitana, con amenazas ha prohibido 

nuestro libre acceso a las distintas áreas de Lima Histórica a los trabajadores, sin 

embargo, nada ha hecho por prohibir a asaltantes y delincuencia común de los” 

delincuentes. 
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Que, “sobre la jerarquía  normativa el art. 51 de la Carta Magna expresamente 

señala que la Constitución prevalece sobre toda norma legal, la ley sobre las 

normas de inferior jerarquía y así sucesivamente, la publicidad es esencial para la 

vigencia de toda norma del Estado. La Ordenanza Municipal de prohibición, es una 

norma de menor jerarquía, por lo tanto, está supeditado a este precepto 

constitucional que” prevalece. 

 

El “art. 200 inc. 2) de la Constitución Política del Perú vigente establece 

expresamente: La Acción de Amparo que procede contra el hecho u omisión, por 

parte de cualquier autoridad, funcionario o persona que vulnera o amenaza los 

demás derechos reconocidos por la Constitución, no procede contra normas legales 

ni contra resoluciones judiciales emanadas de procedimiento” regular. 

 

La 4ta. Disposición “final y transitoria de la Constitución establece: Las normas 

relativas a los derechos y a las libertades que la constitución reconoce se 

interpretan de conformidad con la Declaración Universal de los Derechos Humanos 

y con los Tratados y Acuerdos Internacionales sobre las mismas materias 

ratificadas por el Perú, situación que concuerda con lo dispuesto por el art 15” de la 

Ley 25398. 

| 

El “art. 8 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos señala, que: Toda 

persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales 

competentes que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 

reconocidos por la Constitución” o por la Ley. 

 

Que, “con el indicado Decreto de Alcaldía, se ha violentado su Libertad de 

Reunión y de Libre Tránsito consagrados por el art. 2 inc. 12) de la Carta Magna, 

se ha transgredido también al impedirse y perturbarse su derecho a reunirse en 

forma pública y lícita, que establece el art. 166 del Código Penal tipifica y prohíbe, 

por lo que es de aplicación los arts. 1, 2, 3, 7, 11, 24, incs. 2), 8), 13), 14) y 22) de la 

Ley N° 23506, los arts. 6, 15 y 33 de la Ley N° 25398, así como los arts. 1, 8, 24 y 

25 sobre la obligación de respetar los derechos, las Garantías Judicial, la igualdad 

ante la Ley y la protección Judicial de la Contravención Americana sobre los 

Derechos Humanos de San José de Costa Rica donde es suscriptor” el Perú.   
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El “accionante ampara su pretensión en los siguientes fundamentos de derecho: 

El inc. 2 del art. 200 de la Carta Magna y las leyes N° 23506, 25398 y demás 

normas que amparan la acción de amparo y el Código Procesal Civil”.    

 

El actor ofrece como medio probatorio la copia el Decreto de Alcaldía N° 060-2003. 

 

9.2 Auto Admisorio de la Demanda. 

 

Con la resolución Nº 01, del 21 de febrero del 2003, “el Juez considerando que la 

demanda interpuesta cumplía los requisitos de admisibilidad y procedencia 

establecidas en la Ley N° 23506 y los arts. 424 y 425 del Código Procesal Civil, 

resolvió admitir la demanda de acción de amparo interpuesta por la CGTP en 

la vía de proceso de acción de garantía, teniéndose por ofrecidas las 

instrumentales que se adjuntan en autos, en consecuencia, de conformidad con lo 

dispuesto en el art. 30 de la Ley N° 23506, corrió traslado a la parte emplazada 

Municipalidad Metropolitana de Lima, por el plazo de 3 días bajo apercibimiento de 

Ley”.  

 

9.3 La Contestación de la Demanda.  

 

El 5 de marzo del 2003, “La Municipalidad Metropolitana de Lima, representada por 

el Dr. Víctor Colmenares Ortega, contestó la demanda negándola y 

contradiciéndola conforme se encuentra descrita en el punto 1 del” presente 

resumen.  

 

9.4 La Resolución que Admite la Contestación de la Demanda. 

  

El 6 de marzo del 2003, “el Juez con la resolución N° 2, da por apersonado al 

proceso al demandado Municipalidad Metropolitana de Lima, y por contestada 

la demanda al haber presentado su escrito dentro del plazo establecido por el 

art. 30 de la Ley N° 23506, y tiene por contestada la demanda, teniendo por 

ofrecido los medios probatorios para ser merituados en su debida oportunidad”. 
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9.5 Síntesis de la Audiencia de Prueba.  

        

El “expediente en estudio al tratarse de un Proceso de Acción de Amparo, carece 

de audiencia de prueba, por lo tanto, se omite este punto del esquema del” trabajo. 

 

9.6 Sentencia de Primera Instancia. 

 

Con la resolución Nº 07, del 28 de abril del año 2003, “el Juez del 14° Juzgado Civil 

de Lima, dictó sentencia declarando: infundada la demanda acción de amparo 

interpuesta por la CGTP., sentencia que sustentó principalmente en el siguiente 

fundamento: Que la demanda de amparo para que no se aplique a la demandante 

la mencionada disposición de alcaldía no es viable, porque la prohibición que ésta 

contiene constituye una limitación que conforme a lo expuesto precedentemente no 

configura violación de los derechos constitucionales que sustentan la pretensión, 

los que, por otro lado, puede ser libremente ejercidos en cualquier otro lugar de la 

ciudad donde las movilizaciones masivas que promueve en el desarrollo de su 

actividad política, no afecten el derecho de los ciudadanos, a la seguridad y 

conservación del patrimonio cultural de la” nación.  

        

9.7 Recurso de Apelación. 

 

El 16 de Junio del 2003, “la CGTP interpuso recurso de apelación en contra de la 

sentencia de primera instancia que declaró: infundada la demanda de acción de 

amparo interpuesta por la CGTP, cuyo fundamento de agravio, lo sustentan en que 

la judicatura ha declarado infundada la demanda de acción de amparo que 

interpuso sustentándose en consideraciones de seguridad y conservación del 

patrimonio cultural sin tener en cuenta que la Ley General de Amparo del 

Patrimonio Cultural de la Nación, Ley N° 24047, en ninguno de sus artículos 

estipula ninguna acción que restrinja el libre tránsito ni el derecho a reunión en los 

espacios que son de bien y dominio público declarados patrimonio cultural, más aún 

su art. 11 ordena: “Que las Municipalidades Provinciales para los fines de 

conservación de los monumentos arqueológicos e históricos de su circunscripción, 

se abstendrán a las normas que dicte el Instituto Nacional de Cultura”, mal puede 

pues, La Municipalidad Metropolitana de Lima, irrogarse en forma unilateral, el 

dictado de Decretos de Alcaldía, que en todo caso debieran contar con la opinión y 

en este caso particular, tendría que existir una solicitud expresa del Instituto 

Nacional de Cultura, previo trámite interpuesto por los afectados a su derecho, en 

tal sentido, el Decreto de Alcaldía N° 060 agravia también el principio y el derecho a 
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un debido proceso, cuyos principios se encuentran amparados por el art. 139, num. 

3 de la Constitución Política del Perú”.  

 

El “19 de junio del 2003, se le concede a la CGTP el recurso de apelación con 

efecto suspendido y es elevado al superior jerárquico para que la” resuelva. 

 

9.8 La Opinión Fiscal. 

 

El 11 de diciembre del 2003, “la 6ta. Sala Civil de la Corte Superior de Lima remite 

el expediente a la 6ta. Fiscalía Superior Civil, la que emitió su conclusión Fiscal, 

opinando: que se confirme la sentencia de primera instancia, en lo seguidos por la 

CGTP contra la Municipalidad Metropolitana de Lima, la que sustentó refiriendo que 

no existe ninguna vulneración al derecho de reunión contemplada en el inc. 12 del 

art. 2 de la Carta Magna, siendo imperativo manifestar que en ningún momento se 

ha privado a la accionante y sus asociados del derecho de reunión, sino todo lo 

contrario están en pleno goce de ello, pues están en la posibilidad de ejércelo en 

lugares permitidos con sujeción a la normatividad ya que pueden ser objeto de 

restricciones a favor de intereses superiores, como podrían ser la salvaguarda de la 

seguridad, la salud, la moralidad, orden público y centros históricos, caso contrario 

dejar que lo ejerzan en lugares que por su naturaleza y condición tiene la 

calificación de área restringida se estaría propiciando un caos y 

quebrantamiento de las normas de seguridad pública, que en el presente caso, 

tenemos que el lugar restringido es considerado como patrimonio cultural 

cuya protección responde el Estado, conforme lo establece la Carta Magna” 

cuya norma fundamental sirve de base al referido Decreto de Alcaldía. 

 

9.9 Sentencia de Segunda Instancia. 

 

El 26 de abril del año 2004, “los Magistrados de la 6ta. Sala Civil de la Corte 

Superior de Lima, en aplicación supletoria confirmaron la sentencia apelada: Que 

declaró infundada la presente demanda, en los seguidos por la CGTP contra la 

Municipalidad Metropolitana de Lima, sobre acción de amparo y estando a que la 

presente resolución sienta precedente de observancia obligatoria, Mandaron 

que consentida o ejecutoriada que sea, se publique en el Diario Oficial “El Peruano” 

por el termino de Ley; sentencia que fue sustentada por los Magistrados 

principalmente en el siguiente fundamento: Que no se advierte de lo actuado la 

vulneración del invocado derecho de reunión contemplado en el inc. 12 del art. 2 de 

la Constitución Política” del Estado.  
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9.10 Recurso de Nulidad. 

 

La Demandante CGTP, “al no estar de acuerdo con la sentencia, interpone recurso 

de nulidad, la que le es concedida por la 6ta. Sala de la Corte Superior de Justicia 

de Lima, y elevada al TC para que la resuelva, cuyos fundamentos la basaron en 

los mismos fundamentos contenidos en su recurso de” apelación.     

 

9.11 Sentencia del Tribunal Constitucional. 

 

El 7 de diciembre del 2005, “la Primera Sala del Tribunal Constitucional, emite 

sentencia, de conformidad con los fundamentos 22 a 36 supra, en aplicación del 

control difuso de constitucionalidad de las normas, previsto en el art. 138 de la 

Constitución, declarar inaplicables por inconstitucionales el inc. f) del art. 132 de 

la Ordenanza Municipal N° 062-MML y el Decreto de Alcaldía” N° 060-2003. 

 

Asimismo declara “fundada la demanda y, en consecuencia, ordena a la 

emplazada y a las autoridades administrativas que resulten competentes, 

abstenerse de aplicar el inc. f) del art. 132 de la Ordenanza Municipal 062-MML y el 

Decreto de Alcaldía N° 060-2003, pudiendo restringir o prohibir el ejercicio del 

derecho de reunión, solo si, de conformidad con los fundamentos de esta sentencia, 

en atención a las circunstancias concretas de cada caso, existen razones 

objetivas,” suficientes y fundadas para ello. 

 

Declarar que de conformidad “con el art. VII del Título Preliminar del Código 

Procesal Constitucional, constituye precedente vinculante el criterio conforme al 

cual, en ningún caso el ejercicio del derecho de reunión previsto en el art. 2 inc. 12 

de la Constitución, puede ser sometido  al requisito de autorización previa por parte 

de la autoridad administrativa (Fundamento 15 e. y 18), la cual sólo podrá  

restringirlo o prohibirlo atendiendo a las concretas circunstancias de cada caso y 

sólo por razones objetivas, suficientes y fundadas, según ha quedado expuesto en 

los fundamentos de esta” sentencia. 

 

De “conformidad con el fundamento 35 supra, se ordena al Ministerio del Interior la 

inmediata reforma del inc. 4) del art. 17 del Decreto Supremo N° 004-91-IN, el cual, 

entretanto deberá ser interpretado de conformidad con la constitución, esto es, en el 

sentido de que es competencia de la Prefectura restringir o prohibir el derecho de 
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reunión, sólo cuando existan causas objetivas, suficientes y fundadas que lo 

justifiquen en atención a los lineamientos de esta” sentencia. 

 

En observancia “al art. 107 de la Constitución, y tal como ha quedado dicho en el 

fundamento 44 supra, este Tribunal propone al Congreso de la Pública expedir 

una ley encargada de regular el ejercicio del derecho de reunión, la autoridad 

competente para conocer los avisos previos en los supuestos de reuniones 

celebradas en plazas y vías públicas, los plazos para notificar las cusas 

fundadas para restringir o prohibir la celebración del evento, sus límites, etc. 

teniendo en cuenta los fundamentos de esta” sentencia. 

 

9.12 Aclaración de la Sentencia del Tribunal Constitucional. 

 

El 9 de diciembre del 2005, “ya con la aplicación del Código Procesal Constitucional 

por encontrase en vigencia, el TC considerando que la sentencia expedida con 

fecha 7 de diciembre del 2005, recaída en el Exp. 04677-2004-AA/TC, en la que se 

declaró fundada la demanda, y atendiendo que los funcionarios y autoridades 

deben asegurar el cumplimiento de los principios constitucionales electorales, tales 

como la responsabilidad política, la temporalidad del poder, la publicidad y la 

transparencia, a fin de garantizar su neutralidad e imparcialidad, sobre todo de 

aquellos funcionarios que por ley tengan la facultad de disponer de fondos públicos. 

Todo ello, considerando que en un proceso electoral precisa, para su adecuado 

desarrollo de condiciones de igualdad institucional entre los competidores, es decir, 

sin ventajas o privilegios para nadie, de acuerdo con los artículos 38 y 41 de la 

Constitución y 181, 182 y 192 de la Ley Orgánica de Elecciones, resolvieron: 

aclarar la sentencia del 7 de diciembre de 2005” y, en consecuencia dispone: 

 

- Las “reuniones en lugares de uso público no pueden realizarse frente a cuarteles 

o acantonamiento de fuerzas militares o de policía ni frente a locales de 

agrupaciones políticas distintas  a las de los manifestantes ni de las sedes de los 

poderes del Estado, órganos constitucionales, gobiernos regionales” y 

municipales. 

- Los “funcionarios y trabajadores públicos enumerados en el artículo 39° de la 

Constitución Política del Perú tienen los impedimentos del artículo 346 de la Ley 

Orgánica de Elecciones (26859), a partir de la convocatoria” a elecciones. 

- El “Jurado Nacional de Elecciones y los Jurados Electorales Especiales, según 

corresponda, denunciaran los delitos que se cometan ante el Congreso de la 

República o ante el Ministerio” Público. 
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9.13 Nueva Vista de la Causa (Sentencia del TC).  

      

El 22 de diciembre del 2005, “Don Máximo Licurgo Pinto Ruiz, en representación de 

la Municipalidad de Lima Metropolita, solicita nueva vista de la causa (Sentencia del 

Tribunal Constitucional), por haber sido dictada con muchos vacíos legales, por lo 

que solicitan al TC que a fin de que se cuente con todos los elementos de juicio 

necesarios para revolver, y que las partes vean garantizados adecuadamente su 

derecho de defensa, se convoque a una nueva vista de la causa concediendo a las 

partes la posibilidad de informar oralmente, a fin de exponer los fundamentos que 

sustentan sus respectivas posesiones. De esa manera se asegurara mejor la 

correcta solución del conflicto materia del presente proceso”.     

 

9.14 Declaración de Nulidad (De la Sentencia del TC)  

 

Asimismo con fecha 10 de enero 2006, “La Procuradora Adjunta Nelly Ocaña 

Villegas, de la Municipalidad Metropolitana de Lima, solicita se declare nula la 

sentencia y de la vista de la causa del TC, la que fundamenta señalando que la 

sentencia revoca la resolución de grado y declara fundada la demanda con 

precedente vinculante, pero está es sólo firmada por 3 Magistrados de la Sala, el 

Presidente y dos vocales, en tal sentido, de conformidad con el art. 171 del Código 

Procesal Civil, aplicable supletoriamente al presente proceso, tanto a la sentencia  

como la respectiva vista de la causa adolecen de un vacío de nulidad insubsanable 

por lo tanto, solicita se reprograme la vista de la causa y dicte nueva” sentencia.  

 

9.15 Resolución que Absuelve el recurso de nulidad. 

 

El 13 de enero del 2006, “el TC se avoca al conocimiento del recurso de nulidad, 

interpuesto por la procuradora de la Municipalidad de Lima Metropolitana, mediante 

la cual, se solicita la nulidad de la sentencia de fecha 7 de diciembre del 2005 

(sentencia del TC), resolviendo, declarar improcedente el recurso de nulidad. Con 

el pronunciamiento del TC que declaró improcedente el recurso de nulidad, el 

proceso del expediente en estudio quedó consentido” y ejecutoriado.   
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10. OPINIÓN ANALÍTICA DEL TRATAMIENTO DEL ASUNTO SUB MATERIA 

 

Realizado el análisis del tratamiento del Expediente Constitucional N° 01533-2003, se 

constató que la demanda fue tramitada dentro del plazo de ley, con algunas deficiencias y 

contradicciones entre las instancias, conforme a la siguiente opinión analítica: 

 

10.1 Que, “tanto el Juez del Juzgado Civil de Lima como los Magistrados de la 6ta. Sala 

de la Corte Superior de Justicia de Lima, declararon infundada la demanda de 

acción de amparo, sustentando sus sentencias con fundamentos basados en 

seguridad y conservación del patrimonio cultural, precisando además que la 

Municipalidad como Órgano de Gobierno Local no puede ni debe sustraerse al 

acatamiento y observancia del art. 21 de la Carta Magna, más todavía cuando tiene 

el compromiso mundial de proteger zonas de enorme importancia cultural, que no 

solamente pertenecen a los peruanos, sino que por su valor inestimable, como el 

centro Histórico de Lima, que ha sido declarado “Patrimonio Cultural de la 

Humanidad por la UNESCO el 12 de diciembre del año 2001”, entre otros 

fundamentos de la misma naturaleza, no tomando en consideración las normas 

legales que las regulaban, dejando en tela de juicio su capacidad profesional 

ocasionando  con sus decisiones pérdida de tiempo y gastos tanto para el Estado 

como para las” partes. 

  

10.2 Que, coincido con la sentencia del Tribunal Constitucional, “porque fueron más 

objetivos en sus decisiones, dictando sentencia de acuerdo con la realidad y a la 

infracción cometida contra la norma constitucional y ante la carencia de normas le 

propusieron al Congreso de la República, expedir una ley encargada de regular el 

ejercicio del derecho de reunión, la autoridad competente para conocer los avisos 

previos en los supuestos de reuniones celebradas en plazas y vías públicas, los 

plazos para notificar las causas fundadas para restringir o prohibir la celebración del 

evento, sus límites, etc. teniendo en cuenta los fundamentos de esta” sentencia. 

 

 

 

 

 

 

 



                                                                                  

 

CONCLUSIONES  

 

Realizado el análisis del Expediente Constitucional N° 28237-2004, se ha constado lo 

siguiente: 

  

10.3 La demanda del expediente en estudio, fue incoada ante el 14° Juzgado 

Especializado en lo Civil de Lima, en la vía de proceso de acción de garantía, de 

conformidad a la Ley N° 23506, Ley de Hábeas Corpus y Amparo, la que fue 

derogada por el Código Procesal Constitucional, Ley N° 28237-2004 en actual 

vigencia, que también se aplicó en la fase final del presente causa. 

 

10.4 Que, de la secuela del proceso, en la sentencia primera instancia se declaró 

infundada la demanda, el accionante al no estar de acuerdo con la sentencia, 

interpuso recurso de apelación, la que se le concedió y fue elevada a la Corte 

Superior de Justicia de Lima, la que confirmó la sentencia de primera instancia, 

que declaró infundada la demanda. 

 

10.5 El accionante al no estar de acuerdo con la sentencia interpone recurso de 

nulidad, la que, le fue concedida y elevada al Tribunal Constitucional, la que 

declaró inaplicables por inconstitucionales el inc. f) del art. 132 de la Ordenanza 

Municipal N° 062-MML y el Decreto de Alcaldía N° 060-2003, en consecuencia, se 

declaró fundada la demanda, ordenando a la emplazada y a las autoridades 

administrativas que resulten competentes, abstenerse de aplicar el inc. f) del art. 

132 de la Ordenanza Municipal N° 062-MML y el Decreto de Alcaldía N° 060-2003, 

pudiendo restringir o prohibir el ejercicio del derecho de reunión, sólo sí, de 

conformidad con los fundamentos de esta sentencia, en atención a las 

circunstancias concretas de cada caso, existen razones objetivas, suficientes y 

fundadas para ello, y lo demás contenido en la sentencia. 

 

10.6 Posteriormente con fecha 9 de diciembre del año 2005, el TC aclaró la sentencia 

conforme se describe en el numeral 10-l del presente resumen, asimismo el 

representante legal de la Municipalidad Metropolitana de Lima, interpuesto recurso 

de nulidad, solicitando que se declare nula la sentencia del TC, la que fue declarada 

improcedente, con este acto, el proceso quedó consentido y ejecutoriado. Asimismo 

la opinión analítica se encuentra detallado en el punto 10 del presente resumen. 

 



                                                                                  

 

 

RECOMENDACIONES 

 

 

Que, ante las continuas contradicciones entre las instancias, de los órganos 

jurisdiccionales del Poder Judicial, y el Tribunal Constitucional, como es el caso del 

trámite del presente expediente, se debe realizar una coordinación entre el Tribunal 

Constitucional y el Poder Judicial, a fin de que realicen constante cursos de actualización 

y capacitación, con la finalidad de garantizar una correcta administración de justicia. 

 

Que, entre el Tribunal Constitucional y el Poder Judicial, se mantenga una permanente 

coordinación y reuniones de trabajo, a fin de que realicen una óptima interpretación de las 

normas legales.   
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